Mar del Plata, 8 de julio de 2008.
AUTOS Y VISTOS:

I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo del Depto. Judicial de Necochea, mediante resolución de fecha 10-VII-2007 (punto 3), intimó a la Municipalidad de Necochea y al Señor Intendente Municipal al pago de la suma de PESOS ($ 300,00) en concepto total de astreintes por seis (6) días de demora incurrida en la contestación del oficio diligenciado con fecha 8 de setiembre de 2006 (fs. 71/72). 

II. Notificado el apoderado municipal el 19-VII-2007, acredita el pago exigido el 6-VIII-2007 (fs. 74/75).

III. El apoderado de la requirente -que fuera notificado de la resolución el 13-VII-2007 (cfr. cédula de fs. 73)- interpone recurso de apelación con fecha 7-VIII-2007 (fs. 76/78) agraviándose sobre el cálculo de las astreintes fijadas, al entender que debió fijarse una suma de PESOS OCHO MIL SEISCIENTOS CINCUENTA ($ 8.650,00) por la incontestación del oficio -según sostiene- desde el 8 de setiembre de 2006.

IV. El a quo tiene por presentado en tiempo y forma el recurso y ordena el traslado del memorial de agravios a la requerida por el término de cinco (5) días.

V. El apoderado del municipio presenta su réplica a fs. 81/82, que se tiene por efectuada en tiempo y forma a fs. 83, ordenando el a quo la elevación de la causa a la Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en la ciudad de La Plata, donde fue recibida (conf. fs. 83 vta.) y luego remitida a esta alzada de conformidad con lo dispuesto por Resolución n° 24/2008 de la S.C.B.A. (conf. fs. 84).

VI.1. Puestos los autos para resolver sobre la admisibilidad del recurso interpuesto (conf. fs. 91) cabe señalar, en primer lugar, que la concesión de un recurso de apelación –o su denegatoria-, cualquiera fuere el ordenamiento procesal aplicable, corresponde al juez de la instancia del que emana la sentencia o resolución apelada, sin perjuicio de que dicha tarea resulte complementada luego con el más exhaustivo examen de admisibilidad que deba practicar la alzada conforme las normas en juego (cfr. esta Cámara, in re P-335-BB1 “Asociación Médica de Bahía Blanca”, res. del 22-V-2008; R-361-MP1 "Sosa", res. del 3-VI-2008).

Tal interpretación no sólo armoniza el régimen del recurso de apelación del C.P.C.A. con los principios generales del instituto receptados por el Código Procesal Civil y Comercial, sino también se justifica por razones de economía procesal, de mayor relevancia en la jurisdicción contencioso administrativa dada la competencia territorial regional asignada a las Cámaras de Apelación de este fuero (cfr. ley 12.074 y modif.). 

Además, sólo así pueden cobrar operatividad las previsiones de los arts. 275 y ss. del C.P.C.C., ya que el recurso de queja es un remedio procesal que -por la remisión contenida en el art. 77 inc. 1° del C.P.C.A.- tienen a su alcance también los litigantes de este fuero. 


2. Sin perjuicio de lo expuesto, en el sub examine, la errónea inacción del juez de grado en lo atinente a la falta de concesión del recurso de apelación no justifica, empero, adoptar una medida de reenvío a la instancia para que cumpla con aquello que omitió. 

Tal proceder desconocería el deber que como magistrados nos viene impuesto por el art. 34, inciso 5°, apartado e) del Código Procesal Civil y Comercial, más aún cuando es potestad de la Cámara, como juez final de los recursos ordinarios, decidir oportunamente sobre su procedencia formal (cfr. doct. S.C.B.A. causa Ac. 89.863, sent. del 28-V-2008; tbién. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Mar del Plata, Sala II, in re “Orellano”, res. n° 822/98, del 8-X-98) y examinar todo lo relativo a la concesión del recurso (si quien lo dedujo es parte o tiene interés en su interposición, si ha sido deducido en término y si se lo concedió con el efecto que corresponde, entre otros conceptos), pues se trata de cuestiones en las que está comprometido el orden público por referirse a la jurisdicción y competencia funcional de la alzada, sin encontrarse ella obligada ni por la voluntad de las partes, ni por las resoluciones del juez de primer grado, por más que se encuentren consentidas (cfr. Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil y Comercial de La Plata, Sala I, in re “Prato”, res. del 16-VII-96; esta Cámara in re P-352-MP1 “Contreras”, sent. del 17-IV-2008, entre otras).


VII. En el marco señalado, corresponde determinar si el recurso es admisible.


1. Teniendo en cuenta que la presente diligencia preliminar se activó con la vista puesta en la interposición de una posterior acción de daños y perjuicios contra la Municipalidad de Necochea -entre otros posibles demandados- (cfr. fs. 12 vta.), el principio accesorium sequitur principale, así como motivos de conexión y economía procesal, imponen -en principio- a esta causa la competencia contencioso administrativa y, consecuentemente, la aplicación del ordenamiento ritual contenido en la Ley 12.008 -y sus modificaciones- en lo que no fuera materia reglada por los arts. 323 y sgtes. del C.P.C.C. (arg. doct. S.C.B.A. causas B. 68.194, res. de 27-IV-2005; B. 68.906, res. de 13-XII-2006).


Y siendo la determinación de "responsabilidad por incumplimiento" (art. 329 del C.P.C.C.) una de aquellas decisiones equiparables a sentencia definitiva, en tanto lo que resuelve importa asignar el rótulo de incumplidor al requerido y fijar el alcance económico de la conminación, el plazo para recurrir pronuncimientos de tal naturaleza es el de diez (10) días contados a partir del día siguiente al de la notificación del decisorio atacado (art. 56 inciso 1° del C.P.C.A.).


Bajo tales premisas, el recurso impetrado a fs. 76/78 luce temporáneo.


2. Sin perjuicio de lo anterior, cuadra también verificar si el apelante posee interés para recurrir el quantum de la multa impuesta.     


Versando las presentes actuaciones sobre un pedido de diligencias preliminares en los términos de los arts. 323 y sgtes. del C.P.C.C., la responsabilidad por incumplimiento del interpelado se rige por lo estatuído en el art. 329 del citado ordenamiento de rito, independientemente de la normativa invocada por el juez de grado al imponer la multa que motiva el presente alzamiento.


Dicha sanción pecuniaria, de similar modo que la contenida en el art. 397 último párrafo del C.P.C.C., son especies de la figura genérica contemplada en el art. 35 inciso 3° del mismo Código y no son impuestas en favor de la parte perjudicada, sino que se invierten de conformidad a lo que la Suprema Corte de Justicia determine, rigiendo actualmente el art. 10 de la Resolución S.C.B.A N° 425/02 en la materia. 


Mal podría recurrirse en la especie a lo estatuído en el art. 37 del C.P.C.C., donde las sanciones pecuniarias allí previstas son impuestas a "las partes" que incumplan el mandato judicial y en favor del "litigante" perjudicado. Es que las diligencias preliminares de los arts. 323 inciso 1° y 324 del C.P.C.C. no son propiamente un proceso, ni el sujeto al que se le dirige el mandato judicial es "parte" sino solamente "requerido", según los términos utilizados por el ordenamiento procesal.


Teniendo en cuenta lo antes expuesto, quien instara las diligencias preliminares carece de interés para recurrir el quantum de la multa impuesta por retardo en el cumplimiento del mandato judicial emitido en el marco de dichas medidas anticipadas (cfr. doct. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Dto. Jdial. San Nicolás, in re "Salgado", res. del 06-V-2006). Por ello, el recurso es inadmisible desde que para su procedencia resulta necesario que la decisión contra la que se lo interpone haya sido contraria al interés que se ha defendido (cfr. doct. Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Dto. Jdcial. La Plata, Sala III, in re "Municipalidad de La Plata", res. del 02-05-95), esto es, donde el interés para recurrir sea personal del apelante (doct. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Dto. Jdcial. Mar del Plata, Sala II, in re "Hogan", res. del 24-04-2001). 

POR ELLO, esta Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata,

RESUELVE:

Declarar la inadmisibilidad del recurso de apelación deducido a fs. 76/78 (arts. 55 inciso 1° y 56 inciso 1° del C.P.C.A.; arts. 35 inciso 3° y 329 del C.P.C.C.; doct. cit.).

Regístrese. Notifíquese por Secretaría y oportunamente, devuélvanse las actuaciones a la instancia. Fdo: Elio Horacio Riccitelli – Adriana M. Sardo. María Gabriela Ruffa, Secretaria.

